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TUTELA PARA OBTENER PAGO DE SUBSIDIOS/ Improcedencia al no acreditar que la suspensión del beneficio genere perjuicio irremediable 
“(…) del testimonio rendido por el actor (...) se desprende con total claridad que se encuentra en plenas condiciones físicas, no padece de dolencias crónicas, sus gastos de manutención son sufragados por su madre y padrastro, con quienes convive, tampoco se ha visto en la necesidad de trabajar, y jamás ha tenido que dejar de estudiar. Evidentemente, la suspensión del subsidio ha sido inane para la vulneración de su derecho fundamental a la educación, pues no ha sido obstáculo para estudiar en el SENA.”
DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO/ Vulneración al no agotar un trámite propio de la entidad, necesario para corregir la información académica del interesado
“(…) acorde con el material probatorio arrimado por el SENA de Dosquebradas, se tiene que conocía de la razón por la cual no se hacía el pago al accionante, pues según la respuesta al derecho de petición (…), se debió al cambio de su documento de identidad, no obstante, omitió realizar las correcciones del caso, pues el cruce de la información se realiza directamente entre dichas entidades. Evidente es la trasgresión al derecho fundamental al debido proceso administrativo del actor y se concederá.”
Citas: Corte Constitucional, sentencia T-134 de 1994 y T-567 de 1998.
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DEPARTAMENTO DEL RISARALDA


Asunto


: Sentencia de tutela en primera instancia

Accionante

: Johan Daniel Medina Díaz
Accionado (s)

: Departamento Administrativo para la Prosperidad 




  Social (En adelante DPS)

Litisconsorte (s)
: Coordinador Nacional Grupo de Trabajo Jóvenes 




  en Acción del DPS y otros

Radicación

: 2016-00361-00 (Interno No.361)



Temas


: Subsidiaridad – Debido proceso 


Magistrado Ponente
: Duberney Grisales Herrera
Acta número

: 160 de 11-04-2016
Pereira, R., once (11) de abril de dos mil dieciséis (2016).

1. EL ASUNTO A DECIDIR

La impugnación formulada dentro de la acción constitucional referida, luego de surtida la actuación de primera instancia, sin avistar nulidades que la invaliden.

2. LA SÍNTESIS DE LOS SUPUESTOS FÁCTICOS RELEVANTES

Indicó el accionante que se encuentra inscrito en el programa “Jóvenes en Acción” del DPS e inició estudios en el Servicio Nacional de Aprendizaje de Dosquebradas (En adelante SENA de Dosquebradas) desde enero de 2015; adujo que el DPS no le entregó los subsidios de estudio por los meses de febrero a julio de 2015, por lo que presentó derecho de petición y recibió como respuesta que no se había generado la entrega en el “TMC”, porque sus compromisos como aprendiz no se encontraban reportados.

Añadió que presentó una segunda petición al DPS, a la que anexó certificación del SENA de Dosquebradas, pero obtuvo idéntica respuesta. Afirmó que carece de empleo, por lo que requiere del subsidio para transpórtese y comprar los implementos de estudio (Folios 1 a 4, este cuaderno).
3. LOS DERECHOS PRESUNTAMENTE VULNERADOS 

El derecho fundamental a la educación (Folio 3, este cuaderno).

4. LA PETICIÓN DE PROTECCIÓN

Solicitó amparar el derecho fundamental invocado, y, por lo tanto, se ordenar al DPS pagar los debidos y garantizar el pago de los demás que se sigan causando (Folio 3, este cuaderno). 

5. LA SÍNTESIS DE LA CRÓNICA PROCESAL

Correspondió por reparto ordinario el 29-03-2016 a este Despacho y con providencia de la misma fecha, se admitió, se vinculó a quienes se estimó pertinente y se dispuso notificar a la partes, entre otros ordenamientos (Folio 18, ídem). Fueron debidamente notificados los extremos de la acción (Folios 19 a 21, ídem). Contestaron el SENA de Dosquebradas y el DPS (Folios 25 y 38 a 39, ídem); seguidamente con proveído del 07-03-2016 se vincularon la Dirección de Ingreso Social del DPS y el Director Técnico de esa dependencia (Folio 59, íd.).Guardaron silencio.
6. LA SINOPSIS DE LAS RESPUESTAS
6.1. El SENA de Dosquebradas

Refirió que la relación que tiene con el DPS concierne exclusivamente al intercambio de información sobre los estudiantes. Adujo que lo solicitado en la tutela no es de su competencia (Folio 25, ib.). 
6.2. EL DPS

Mencionó la finalidad del programa “jóvenes en acción” y solicitó su desvinculación, porque el competente para atender este tipo solicitudes es el Director Técnico de la Dirección de Ingreso Social del DPS (Folios 38 a 39, íb.). 
7. LA FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA PARA DECIDIR

7.1. La competencia

Es competente este Tribunal para conocer el amparo constitucional en virtud del factor territorial, en razón al lugar donde ocurre la presunta violación, al tener el accionante su domicilio en este Distrito (Artículos 86 de la CP y 37 del Decreto 2591 de 1991) y conoce esta Corporación, pues la accionada es una entidad del orden nacional (Artículo 1°-1°, Decreto 1382 del 2000).

7.2. La legitimación en la causa

Se cumple la legitimación por activa porque el señor Johan Daniel Medina Díaz está inscrito en el programa de “Jóvenes en Acción”. Por pasiva, el DPS frente a quien se endilga la vulneración del derecho fundamental invocado; la Dirección de Ingreso Social del DPS y el Director Técnico de esa dependencia porque son los encargados de gestionar y atender las solicitudes relacionadas con el programa de “Jóvenes en Acción”; el Coordinador Nacional Grupo de Trabajo Jóvenes en Acción pues fue quien respondió los derechos de petición formulados por el actor.
El SENA de Dosquebradas vinculado a este trámite, pues el encargado de suministrar la información necesaria para que el DPS defina si hay lugar o no al pago del subsidio de educación.
7.3. El problema jurídico a resolver

¿El DPS, la Dirección de Ingreso Social del DPS y el Director Técnico de esa dependencia, violan o amenazan el derecho fundamental alegado por el actor, según los hechos expuestos en la petición de tutela?

7.4. La resolución del problema jurídico

7.4.1. El carácter subsidiario de la acción de tutela


La acción de tutela, se halla prescrita en el artículo 86 de la Constitución Nacional, definiendo la regla general sobre la procedencia de la acción, al consagrar en el inciso 3° que  “Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 

Es por ello que la acción de tutela es subsidiaria, en razón a que su procedencia está sometida al agotamiento de los medios ordinarios y extraordinarios de defensa por el accionante o a la demostración de su inexistencia; al respecto la Corte ha señalado: “Es, en efecto, un mecanismo judicial de origen constitucional de evidente carácter residual que está previsto para asegurar la tutela efectiva y sustancia de los derechos constitucionales fundamentales, pues solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial (…). Se establece así un sistema complementario de garantía de aquellos derechos constitucionales fundamentales (…)”
.

Deben agotarse los recursos ordinarios de defensa, toda vez que la tutela no fue creada ni destinada a suplir los procedimientos ordinarios ni para enmendar los errores o descuidos de las partes en el proceso; dentro del mismo ámbito la doctrina constitucional enseña: “(…) la Corte ha sostenido, de manera reiterada, que la acción de tutela es improcedente cuando con ella se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa que, por negligencia, descuido o incuria de quien solicita el amparo constitucional, no fueron utilizados a su debido tiempo”
. La Corte ha reiterado ese criterio (2013)
 en recientes decisiones.

También la Corte Suprema de Justicia se ha referido al tema (2015)
-
, prohija la improcedencia de la tutela por aplicación del principio de subsidiariedad. La doctora Catalina Botero Marino destaca, con fundamento en el precedente constitucional, como excepción al principio citado, que el vencimiento de los términos, no sea imputable al tutelante
-
.

8. EL ANÁLISIS DEL CASO CONCRETO
8.1. Procedibilidad de la acción frente al DPS

Precisa la Sala advertir, conforme a la doctrina constitucional referida, que el presente amparo está destinado al fracaso puesto que no supera el juicio de procedencia.

Pretende el actor se ordene al accionado pagar el subsidio de educación correspondiente a los meses de febrero a julio de 2015, que requiere para su transporte y compra de implementos de estudio. Pero sin que sea necesario ahondar en el asunto, hay que decir que no acreditó que la suspensión del pago del subsidio le haya causado un perjuicio irremediable
, aduce afectación del derecho a la educación.
En efecto, del testimonio rendido por el actor (Folio 37, íd.) se desprende con total claridad que se encuentra en plenas condiciones físicas, no padece de dolencias crónicas, sus gastos de manutención son sufragados por su madre y padrastro, con quienes convive, tampoco se ha visto en la necesidad de trabajar, y jamás ha tenido que dejar de estudiar. Evidentemente, la suspensión del subsidio ha sido inane para la vulneración de su derecho fundamental a la educación, pues no ha sido obstáculo para estudiar en el SENA. 

Por consiguiente, la presente acción de tutela es improcedente toda vez que no cumple con el requisito general de procedibilidad de la subsidiariedad y no se alegó ni demostró perjuicio irremediable que la hiciera pertinente como mecanismo transitorio. 

8.2. El debido proceso administrativo frente al SENA de Dosquebradas

De acuerdo con los hechos y las respuestas rendidas, la negativa del DPS en el desembolso de los subsidios de educación, se debió a que el SENA no registró la información de su proceso de formación en los reportes “PE-49” (Folios 38 a 39, íd.), lo que claramente evidencia la afectación del derecho fundamental al debido proceso administrativo. 

La falta de pago se produjo por el incumplimiento por parte del SENA de Dosquebradas de la directriz contenida en el numeral 8.6.1. del Manual Operativo del Programa Jóvenes en Acción – Versión 3 adoptado con la Resolución No.04134 del 25 de noviembre de 2015 del DPS: “(…)El proceso de verificación de compromisos lo efectúan las instituciones educativas con una periodicidad bimestral o dos veces por período… Este reporte de verificación de compromisos entregado por las instituciones educativas es el insumo principal que emplea el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social para realizar el proceso de liquidación y entrega de incentivos.” 

Ahora, acorde con el material probatorio arrimado por el SENA de Dosquebradas, se tiene que conocía de la razón por la cual no se hacía el pago al accionante, pues según la respuesta al derecho de petición (Folio 23, ib.), se debió al cambio de su documento de identidad, no obstante, omitió realizar las correcciones del caso, pues el cruce de la información se realiza directamente entre dichas entidades. Evidente es la trasgresión al derecho fundamental al debido proceso administrativo del actor y se concederá. 
9. LAS CONCLUSIONES 

Con fundamento en las consideraciones expuestas, en los acápites anteriores: (i) Se declarará improcedente la acción constitucional invocada frente al DPS con estribo en que se incumplió el presupuesto de subsidiariedad; (ii) Se concederá el derecho fundamental al debido proceso administrativo frente al SENA de Dosquebradas; (iii) Se impondrán las ordenes pertinentes; y, (iv) Se negará respecto a los vinculados.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil -Familia, administrando Justicia, en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

F A L L A,

1. DECLARAR improcedente la tutela propuesta contra el DPS por haberse incumplido el requisito de subsidiariedad.
2. TUTELAR el derecho al debido proceso administrativo del señor Johan Daniel Medina Díaz frente al SENA de Dosquebradas y según lo discernido en el cuerpo de esta decisión.
3. ORDENAR al Director del SENA de Dosquebradas que en el perentorio término de cuarenta y ocho (48) horas, realice y remita al DPS los reportes PE-49 correspondientes a los meses de febrero a julio de 2015, con la aclaración sobre el cambio del documento de identidad del actor.
4. NEGAR la acción de tutela promovida frente a la Dirección de Ingreso Social del DPS, el Director Técnico de esa dependencia, y el Coordinador Nacional Grupo de Trabajo Jóvenes en Acción, por inexistencia de violación o amenaza a los derechos invocados.

5. NOTIFICAR esta decisión a todas las partes, por el medio más expedito y eficaz.

6. REMITIR este expediente, a la Corte Constitucional para su eventual revisión, de no ser impugnada.

7. ARCHIVAR el expediente, previas anotaciones en los libros radicadores, una vez agotado el trámite ante la Corte Constitucional.

Notifíquese,

DUBERNEY GRISALES HERRERA
M A G I S T R A D O
EDDER JIMMY SÁNCHEZ C.
  JAIME ALBERTO SARAZA N.

M A G I S T R A D O 
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